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AL-DEST- IJU -084-2021 
INFORME JURÍDICO1 

 
 

“REFORMA DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 5662,  
LEY DE DESARROLLO SOCIAL Y ASIGNACIONES FAMILIARES” 

 
 

EXPEDIENTE Nº 22296 
 
 
I.- RESUMEN DEL PROYECTO 
 
De acuerdo con lo establecido en la exposición de motivos, el presente proyecto de 
ley pretende la reforma específica del artículo 11 de la Ley de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares, Nº 5662. Todo como propuesta del director de la Desaf 
constante en el oficio MTSS-DESAF-OF-741-2020 de fecha 23 de junio de 2020. 
Ello en el sentido de que el referido artículo 11 de la ley del Fodesaf, que establece 
la tasa de interés de dieciocho por ciento (18%) a las sumas dejadas de percibir por 
el Fondo, posee el inconveniente que es una suma alta para las condiciones 
actuales de baja inflación. Siendo que, a su criterio, desestimula el pago de 
obligaciones atrasadas por parte de patronos morosos, con la correlativa afectación 
a la actividad de las empresas, el empleo formal y la contribución al propio Fodesaf. 
Así como que no es una tasa contracíclica, indexada a una tasa de mercado como 
la tasa básica pasiva, con lo que se aleja de las mejores prácticas de 
establecimiento de tasas de interés para programas públicos 
 
Así las cosas, esta iniciativa de ley, se indica, tiene como objetivo que, dado que al 
Estado y a la economía nacional el aumento de la morosidad de los aportes 
patronales dentro de las cargas sociales no le son indiferentes, pues significa una 
menor recaudación del Fodesaf para el financiamiento de los programas sociales y, 
además, los intereses desproporcionados establecidos en la ley vigente no 
constituye un incentivo para la puesta al día y, en consecuencia, para la 
preservación del empleo en medio de una economía afectada por la pandemia, 
siendo, así, un desincentivo para la contratación de nuevo personal y la 
sobrevivencia empresarial.   
 
 

                                                             
1 Elaborado por Annette Zeledón Fallas, Asesora. Supervisado por, Sylvia Solís Mora, Jefa de Área Social. 

Revisión final por Fernando Campos Martínez, Director.  
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Finalmente, se agrega en la citada exposición de motivos que esta propuesta va de 
la mano con otros esfuerzos que ha realizado la institución para facilitar este tipo de 
trámites, entre otras acciones, FODESAF ha buscado, por medio del Decreto 
Ejecutivo Nº 42478-MTSS, del 24 de julio 2020, el mejoramiento temporal de las 
condiciones para la formalización de arreglos de pago, los cuales permiten la 
readecuación de las obligaciones, aunque se refieran a sumas que ya se encuentran 
en condición de morosidad, cuotas atrasadas, primas, etc. 
 
 
II.- CONSIDERACIONES GENERALES 
 
La Ley Nº 5662 crea la Dirección de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares 
(DESAF), como una dependencia técnica permanente del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para administrar el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares (FODESAF).  Este Fondo fue constituido con fines sociales orientado a 
aliviar las condiciones de pobreza extrema del país y, por ende, al mejoramiento de 
la calidad de vida de los habitantes mediante la implementación de una diversidad 
de programas tales como: compra de tierras, programas de nutrición, programas de 
capacitación, atención de ancianos y pacientes en fase terminal, etc.2  
 
La Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, DESAF, tiene 
una serie de características y funciones, según lo dispuesto en la ley supra citada: 
 

 Es una dependencia técnica permanente del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, por lo que su superior jerárquico es el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social (artículo19 de la Ley de Fodesaf). 
 

 La DESAF determina las escalas y montos de los beneficios que se otorgan 
(artículo 19).   
 

 El presupuesto para financiar a la DESAF, como órgano desconcentrado del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, debe estar dentro del Presupuesto 
Nacional. (artículo 26) 
  

 Se le otorga cierto grado de autonomía para realizar actos como el de 
administrar el FODESAF, el cual se alimenta por una parte de lo recaudado por 

                                                             
2 La Ley Nº 5662, Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, del 24 de diciembre de 

1974, y sus reformas, Leyes No. 8783, del 13 de octubre del 2009 y No.9002 del 10 de octubre 
del 2011, dan sustento al Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, FODESAF, el 
cual es administrado por la Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, 
DESAF.  
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el impuesto de ventas y de una contribución parafiscal del 5% sobre el total de 
los sueldos y salarios que los patronos públicos y privados deben pagar (artículo 
17).  
 

 Está autorizada por la ley a contratar directamente con la CCSS, para que 
efectúe la función recaudatoria y gestión de cobro de los fondos asignados por 
ley (artículo 20).  
 

 Corresponde a la DESAF controlar y supervisar, la justa ejecución de los 
programas sociales financiados con recursos del FODESAF y garantizar el fiel 
cumplimiento de legislación 

 
En tal sentido, tiene una competencia en última instancia en detrimento de las 
competencias del Poder Ejecutivo. Ello en razón de contar con una naturaleza 
jurídica como un órgano con desconcentración administrativa.  
 
Al respecto, debe entenderse la desconcentración administrativa como el traslado 
parcial de la competencia y el poder decisorio de un órgano superior a uno inferior, 
ya sea preexistente o de nueva creación, dentro de una relación de jerarquía entre 
ambos, por cuya razón, el órgano desconcentrado se mantiene dentro la estructura 
de la administración centralizada. En la desconcentración administrativa, la 
normativa, la planeación y el control, permanecen centralizados, no así la 
tramitación y la facultad decisoria que se transfieren al órgano desconcentrado.3  
 
Por su parte, el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, FODESAF, 
creado en 1974, es un instrumento clave de la política social costarricense, en 
particular de la política social selectiva, que financia programas de vivienda, 
educación, salud y promoción social, orientados a los sectores de la población en 
estado de pobreza y pobreza extrema. 
 
El fin primordial del FODESAF es destinar recursos para financiar programas y 
servicios a las instituciones del Estado y a otras expresamente autorizadas por ley. 
 
 
Por otra parte, y con el único interés de contextualizar la reforma propuesta, esta 
Asesoría desarrollará a continuación una contextualización de la legislación que se 
pretende reformar, así como de la materia reglamentaria que la acompaña, en razón 
de que la iniciativa de ley en análisis, pretende ir aparejada de una modificación de 
la reglamentación de la ley, por lo que se considera importante que las señoras y 

                                                             
3 http://diccionariojuridico.mx//listado.php/desconcentracion-
administrativa/?para=definicion&titulo=desconcentracion-administrativa 

http://diccionariojuridico.mx/definicion/desconcentracion-administrativa/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/traslado/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/competencia/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/poder/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/jerarquia/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/administracion/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/tramitacion/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/facultad/
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señores diputados tengan referencia de los mismos y de esta forma darle mayores 
insumos para su toma de decisión. 
 
La ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, Ley Nº 5662, es creada el 23 
de diciembre de 1974, inicialmente fue reglamentada por el Decreto Ejecutivo DE-
Nº 10119 MTSS del 4 de junio de 1979, posteriormente este decreto es derogado y 
sustituido por el Decreto Ejecutivo DE-Nº 35873 MTSS del 8 de febrero de 2010, el 
cual se encuentra vigente en la actualidad. 
 
El mencionado Decreto Nº 35873 MTSS, Reglamento a la Ley de Desarrollo Social 
y Asignaciones Familiares, establece características sobre los recursos del Fondo, 
en los siguientes términos: 
 

Artículo 5º-Además de los recursos provenientes del pago del cinco por ciento 
sobre el total de las planillas de los patronos públicos y privados, cuya 
recaudación corresponde a la Caja Costarricense del Seguro Social, el 
FODESAF recibirá recursos provenientes de una asignación ordinaria que 
cada año realizará el Ministerio de Hacienda, proveniente de la recaudación 
del Impuesto sobre Ventas, a favor de la DESAF, según las condiciones 
establecidas en la Ley 5662 y su reforma según la Ley Nº 8783. Los recursos 
presupuestarios citados sumarán el monto equivalente a 593 000 salarios base 
utilizados por el Poder Judicial para fijar multas y penas por la Comisión de 
diferentes infracciones. También se financiará el FODESAF con las multas y 
los intereses producto de las infracciones a la Ley Nº 5662, y su reforma, Ley 
Nº 8783; con los superávits generados por sus entidades beneficiarias y con 
los reintegros al FODESAF. 
 

En específico, este Reglamento en lo referente al cobro de este tipo de intereses, 
incluye en su texto una norma transitoria, en la que le establece un plazo a la 
DESAF, para que elabore el reglamento encargado de regular el cobro 
administrativo y judicial de los patronos morosos con FODESAF, señalando: 
 

Transitorio único -En los próximos 90 días, la DESAF elaborará el 
reglamento respecto al Cobro Administrativo y Judicial de los patronos 
morosos con el FODESAF, por incumplimiento del artículo 9, siguientes y 
concordantes de la Ley Nº 5662, y su reforma, Ley Nº 8783. Transitorio único. 
En los próximos 90 días, la DESAF elaborará el reglamento respecto al Cobro 
Administrativo y Judicial de los patronos morosos con el FODESAF, por 
incumplimiento del artículo 9, siguientes y concordantes de la Ley Nº 5662, y 
su reforma, Ley Nº 8783. 

 



 

 

 

 

 

7 

Ante estas circunstancias, se cemitió el Decreto Ejecutivo Nº 35910 MTSS del 8 de 
febrero de 2010, que fue derogado por el actual Decreto Nº 40709 MTSS, 
Reglamento para el cobro de patronos morosos del Fondo de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares del 19 de junio de 2010, en donde se establecen las pautas 
que deberán seguirse para el cobro de estos dineros de FODESAF, de forma que 
en su articulado señala: 
 

Artículo 1°. El presente reglamento tiene por objeto establecer los 
lineamientos relacionados con el cobro que llevará a cabo el Departamento de 
Gestión de Cobro de la Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares, cuyo objetivo es la recuperación de las deudas generadas antes 
del mes de marzo 2015 y que mantienen pendientes los patronos por concepto 
de cuotas dejadas de cancelar al Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares y que corresponden al 5% del total de las planillas que pagan tanto 
patronos públicos como privados, de conformidad con lo establecido en el 
inciso b) del artículo 15 de la Ley N° 5662, Ley de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares y su reforma, Ley N° 8783, Ley Reforma de la Ley de 
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, N° 5662, del 13 de octubre del 
2009. 

 
En forma específica, sobre la norma que se pretende reformar en el proyecto de ley 
en análisis, este Reglamento en su artículo 11, establece: 
 

Artículo 11. De la procedencia del arreglo de pago. Procederá el arreglo de 
pago en toda aquella gestión de cobro administrativo o judicial, en la cual el 
patrono moroso lo solicite al Departamento de Cobro y éste apruebe un plan 
de pagos. Toda obligación producto de un arreglo de pago, devengará un 
interés del 18% anual, conforme al artículo 11 de la Ley N° 5662 y su 
reforma, Ley Nº 8783. (El resaltado no es parte del original) 

 
 
III.- ANÁLISIS DEL ARTÍCULADO 
 
El proyecto de ley en estudio cuenta con un artículo único que, en su mismo 
contenido propone tanto la reforma del artículo Nº 11 de la Ley de Desarrollo Social 
y Asignaciones Familiares, Nº 5662, así como una norma transitoria. Siendo así, se 
exponen las consideraciones encontradas por esta Asesoría en dos apartados 
relativos a ello. 
 
 
3.1. En cuanto a la reforma al Artículo 11  
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Tal como se ha señalado, en esta norma se propone la reforma del artículo Nº 11 
de la Ley Nº 5662. 
 
Con la intención de visualizar claramente el cambio que pretende introducirse en 
esta norma y con la intención de facilitar la comprensión y toma de decisión de las 
señoras y señores diputados, a continuación, se expone Cuadro Comparativo en 
que señala las reformas propuestas. Para esto, de seguido se muestra la redacción 
del texto vigente y del texto propuesto, en donde se resalta, con letra negrita, lo 
que se pretende incluir y se utiliza el tachado para indicar las partes que pretenden 

derogarse de la norma actual: 
 
 

Cuadro Comparativo No. 1 
Propuesta de reforma Proyecto de Ley No. 22296 

 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
Artículo 11.- 

Para los efectos de los artículos anteriores, 
se considerarán como daños las sumas 
dejadas de percibir por el Fondo o las que 
la Desaf haya tenido que girar 
indebidamente y, como perjuicios, los 
intereses de dichas sumas, calculados al 
dieciocho por ciento (18%) anual. Para 

probarlos bastará la simple certificación de 
la Desaf, la cual servirá para ejercitar la 
acción penal correspondiente y constituirá 
título ejecutivo; ambas acciones podrán 
intentarse separadamente. 

Artículo 11- 

Para los efectos de los artículos 
anteriores, se considerarán como daños 
las sumas dejadas de percibir por el 
Fondo o las que la Desaf haya tenido que 
girar indebidamente y, como perjuicios, 
los intereses de dichas sumas, calculados 
según la tasa porcentual definida en el 
reglamento a la presente ley. Para 
probarlos bastará la simple certificación 
de la Desaf, la cual servirá para ejercitar 
la acción penal correspondiente y 
constituirá título ejecutivo; ambas 
acciones podrán intentarse 
separadamente. 

Elaborado por: Departamento de Servicios Técnicos, 2021 

 
Como puede apreciarse, las diferencias entre el texto actual del artículo 11 y la 
propuesta, se encuentra dirigida, específicamente, al tipo y cuantía de tasa que 
deberá calcularse para efectos de los intereses de las sumas consideradas como 
daños y perjuicios, según la norma. En el texto propuesto se elimina el monto fijo 
establecido para la tasa de intereses de un dieciocho por ciento (18%) anual, y se 
propone que pase a ser “según la tasa porcentual definida en el reglamento a 
la presente ley”, sin indicar que no sea fija (en este caso, anual). Para estos 

efectos analizaremos lo establecido por el Poder Ejecutivo, en la reglamentación de 
esta ley. 
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Sirva contextualizar que los intereses resultan ser un indicador, que puede ser 
expresado como porcentaje, que se usa para estimar el costo de una deuda morosa, 
costo de un crédito, la rentabilidad de los ahorros o inversiones, los montos finales 
de una multa, etc. De manera que la tasa de interés determina un balance entre el 
riesgo y la posible ganancia de la utilización de una suma de dinero en una situación 
y tiempo determinado. Siendo que puede expresarse con un carácter fijo (se 
mantiene estable mientras dura la inversión o se devuelve el préstamo) o variable 
(se actualiza, por lo general, de manera mensual, para adaptarse a la inflación, la 
variación del tipo de cambio y otras variables). 
 
De ser una tasa de interés porcentual, dependerá de factores exógenos y 
endógenos, de tal forma que tomará en cuenta las acciones de mercado y las 
políticas y propósitos de la organización acreedora. Por lo que la aplicación de este 
tipo de intereses irá cambiando a lo largo del tiempo o con el cambio de 
circunstancias.4 
 
Ahora bien, expuesto lo anterior, cabe señalar que esta asesoría considera que la 
redacción de este artículo debería ser más claro y contundente con algunos 
parámetros sobre lo que pretende regular, de tal forma que no deje únicamente a la 
materia reglamentaria los grandes lineamientos que propone introducir por medio 
de esta reforma.  
 
Es necesario delimitar adecuadamente el objeto expuesto en la autorización 
legislativa, de tal forma que se vea reflejado en su redacción. De esta forma se 
podrá establecer con clara certeza sus alcances, en el cumplimiento de lo expuesto 
en la Exposición de Motivos de la iniciativa de ley. 
 
Es entonces, que la norma debería señalar en su contenido lo que pretende la 
señora proponente, y como es en derecho, el reglamento venga a regular los 
detalles de aplicación de lo señalado en la ley, esto en concordancia con el Principio 
de Seguridad Jurídica, y el Principio de Legalidad y para evitar, precisamente, que 
se vean vulnerados, evitándose que se señale a esta iniciativa como inconstitucional 
por ello. 
 
Para mayor abundamiento, en este sentido, cabe indicar que el Principio de 
Seguridad Jurídica, debe entenderse como la garantía de los individuos, que sus 
derechos no serán afectados indiscriminadamente y en el caso de resultar 
afectados, deberán recibir alguna compensación. Para asegurar lo anterior, es 
necesario que las normas, cualquiera que sea la materia bajo su control, cuenten 
con la claridad necesaria para evitar incertidumbres en la aplicación del Derecho. 

                                                             
4https://www.google.com/search?q=que+son+tasas+de+interes&biw=1024&bih=657&sxsrf=ALeKk03J9_y7f 
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En el caso en análisis, el propósito de la reforma no se ve garantizado en su 
redacción, de tal forma que, aunque se diera la debida aprobación legislativa, no 
existe garantía que la norma reglamentaria acoja las intenciones señaladas en la 
iniciativa de ley, pues la misma no es clara en su contenido y traslada la materia 
sustantiva a la reglamentación (sea, las características de la tasa porcentual, las 
cuales, pueden ser, incluso, las mismas que se eliminan dado que no se limita al 
Poder Ejecutivo que vuelva a establecer una tasa fija). 
 
Ha de comprenderse que toda norma legal debe ser clara y precisa, asegurando la 
certeza, confianza e invariabilidad en las situaciones jurídicas que se regulan, se 
debe tratar de evitar ante todo que sean confusas, imprecisas o inconclusas, 
situaciones que permiten omitir elementos que generen “lagunas jurídicas” o, como 
en este caso, una regulación genérica que propicia que sea el detalle de lo 
pretendido regular legalmente finalmente detallado en sus aspectos medulares por 
el Poder Ejecutivo, vía reglamentaria. Ello propicia una delegatoria de las 
competencias legislativas finales en el Ejecutivo de turno, y no cumple el objetivo 
final determinado en la propia exposición de motivos de este proyecto de ley.  
 
Lo anterior, produce que los administrados queden al arbitrio de lo que se 
reglamente finalmente, dado que la norma propuesta lo únuco que logra es eliminar 
la situación actual y delegar la situación final al reglamento. Lo que, evidentemente, 
deja le deja en una posición de incertidumbre, puesto que dependerá de lo que se 
regule, siendo que las normas de menor rango, como el presente caso (reglamento) 
pueden ser variadas por oportunidad y conveniencia, y, dada la generalidad de la 
propuesta, permitiría que se varíe en el tiempo las condiciones, generando 
incertidumbre a los administrados en su condición, como además una delegación 
legislativa no propia. 
 
Por ello, sirva señalar que la Sala Constitucional se ha referido al principio de 
Seguridad Jurídica de la siguiente forma: 
 

“…La seguridad jurídica es un principio constitucional que en su sentido 
genérico consiste en la garantía dada al individuo de que su persona, sus 
bienes y sus derechos no serán objeto de ataques violentos o que, si éstos 
llegan a producirse, le serán aseguradas por la sociedad, protección y 
reparación: es la situación del individuo como sujeto activo y pasivo de 
relaciones sociales, que sabiendo o pudiendo saber cuáles son las normas 
jurídicas vigentes, tiene fundamentales expectativas de que ellas se cumplan. 
Ese valor jurídico pretende dar certeza contra las modificaciones del Derecho, 
procura evitar la incertidumbre del Derecho vigente, es decir, las 
modificaciones jurídicas arbitrarias, realizadas sin previo estudio y consulta. 
Puede ser considerada tanto en sentido subjetivo y objetivo, pero ambos están 
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indisolublemente vinculados; en su sentido subjetivo es la convicción que tiene 
una persona de que la situación de que goza no será modificada por una 
acción contraria a los principios que rigen la vida social y en sentido objetivo 
se confunde con la existencia de un estado de organización social, de un orden 
social …”5  

 
Resulta necesario resaltar, por su parte, que el Principio constitucional de Legalidad 
señala, en lo conducente, que los poderes públicos y toda entidad pública o servidor 
están sujetos a la ley, de tal forma que todos sus actos y omisiones deben ser 
conformes a lo que la ley le ha autorizado necesariamente a realizar, bajo la pena 
de invalidez lo contrario. Dicho de otra forma: es inválido todo acto de los poderes 
y entidades públicos que no sea conforme a lo que la ley le autoriza. Lo que no es 
un corolario de menor interés en el presente caso. Puesto que es el que impide, 
precisamente, que la entera Administración Pública actue libre y arbitrariamente y 
no vulnere, con ello, los derechos fundamentales de los ciudadanos. Así, la Sala 
Constitucional, en su Sentencia 962 del 2012, señala: 
 

“El principio de legalidad significa que los actos y comportamientos de la 
administración deben estar sometidos a la ley, y en general a todas las normas 
del ordenamiento jurídico, es lo que se conoce como el principio de juridicidad 
de la Administración, sea que las instituciones públicas solo pueden actuar en 
la medida en la que se encuentre apoderadas para hacerlo por el mismo 
ordenamiento y normalmente a texto expreso, en consecuencia solo le es 
permitido lo que esté constitucionalmente y legalmente autorizado en forma 
expresa y todo lo que no les esté autorizado, les está vedado.”  

 
De tal forma que si bien es cierto existe el recurso reglamentario, por parte del Poder 
Ejecutivo, para reglar los pormenores de la legislación, corresponde al Poder 
Legislativo dar los lineamientos objetivos esenciales, como límite de actuación, que 
vengan a definir y a dictar el alcance que la reglamentación puede llegar a tener y 
no dejar, como se propone, de manera abierta que la propuesta de regulación se 
cree, finalmente, por reglamento. 
 
Es por esto, que esta Asesoría concluye que debe modificarse y aclararse la 
redacción de la norma propuesta con el fin de que la misma venga a resguardar los 
objetivos señalados en la propia exposición de motivos, y se dé, con ello, un cabal 
cumplimiento de estos, por medio del respeto al principio de legalidad y de 
seguridad jurídica, estableciendo claramente en la norma propuesta elementos 
precisos que delimiten el desarrollo reglamentario posterior.  
 

                                                             
5 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución Nº 8790-97 del 24 de diciembre de 1997. 
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Así las cosas, la propuesta de ley debe abordar el artículo en reforma de forma clara 
y precisa, determinando lo que disponga su relación directa con los alcances del 
objetivo de esta, de forma tal que garantice que el resultado de la modificación 
reglamentaria se realice acorde con la finalidad de la propuesta de ley. Lo contrario, 
dejaría planteada una autorización legislativa abierta (delegación mencionada en el 
Ejecutivo) para que el reglamento pueda realizar las modificaciones, incluso, contra 
el sentido mismo del objetivo expuesto en la exposición de motivos a este proyecto 
de ley. 
 
3.2. En cuanto a la adición de un Transitorio XI 
 
La norma transitoria que se incluye en la propuesta, como se indicara, pretende 
resolver la situación temporal que existiría entre la entrada en vigor de la misma en 
tanto el Poder Ejecutivo reglamenta la Ley y define el tipo y cuantía de interés. Lo 
que realiza dejando en vigencia, hasta ese momento, la actual tasa fija del 18%. No 
obstante, su aparente bondad, lo cierto es que no presenta una adecuada técnica 
legislativa en cuanto a su redacción, tal y como se indica de seguido. 
 
En concreto, el referido transitorio señala: 
 

“Transitorio XI- Hasta tanto no se reforme el reglamento de la Ley N.º 5662, Ley 

de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, donde se regule la tasa 

porcentual según indica el artículo 11 de la presente ley, se mantendrá el 

18% anual. El Poder Ejecutivo reglamentará esta iniciativa seis meses después 

de su publicación.” (Resaltado no es parte del original) 

 
Como puede observarse, se afirma (en lo resaltado) que la reforma al numeral 11 
“regula la tasa porcentual”, lo que no es cierto, puesto que la modificación señalada 
vino a “eliminar” la tasa porcentual fija anual y a dejar determinar su “periodicidad” 
al reglamento (por lo amplio de la redacción, como se dijo supra, podría ser anual, 
mensual, semanal, diaria o fluctuante, entre otros). Siendo que omite, por cierto, 
indicar que es referida al cobro de los intereses por mora. En otras palabras, la 
reforma propuesta lo que hizo fue eliminar la tasa del 18% anual, NO regularla, 
como afirma este transitorio.  
 
Al respecto, sirva señalar que las normas transitorias son aquellas disposiciones 
legales que se incluyen en una nueva ley para solventar situaciones temporales que 
se presentan para la aplicación o puesta en práctica de la nueva legislación, 
situaciones especiales que requieran de normas de “transición”. Estas deben 
contener preceptos que únicamente regulen, en forma provisional, situaciones 
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jurídicas que vengan a facilitar o posibilitar la aplicación definitiva de la ley que se 
esté aprobando. 6  
 
En el presente caso, esta Asesoría concluye que, en apego a una adecuada técnica 
legislativa, y en resguardo del citado principio de seguridad jurídica, así como de 
legalidad, en los términos ya descritos, es que se recomienda que sea mejorada la 
redacción a efecto de que sea conteste con lo pretendido por la propia iniciativa de 
ley en los términos antes expuestos, en el sentido de establecer los parámetros en 
que se pretende sea definido las características de la tasa porcentual que se cobra 
a los intereses por mora. 
 
 
Conclusiones y recomendaciones 
 

Realizado el análisis expuesto, se tienen como conclusiones y recomendaciones las 
siguientes:  
 

1. En cuanto a la reforma al artículo 11: debe modificarse y aclararse la 

redacción de la norma propuesta con el fin de que la misma venga a 
resguardar los objetivos señalados en la propia exposición de motivos, y se 
dé, con ello, un cabal cumplimiento de estos, por medio del respeto al 
principio de legalidad y de seguridad jurídica, estableciendo claramente en la 
norma propuesta elementos precisos que delimiten el desarrollo 
reglamentario posterior.  
 
Así las cosas, la propuesta de ley debe abordar el artículo en reforma de 
forma clara y precisa, determinando lo que disponga su relación directa con 
los alcances del objetivo de esta, de forma tal que garantice que el resultado 
de la modificación reglamentaria se realice acorde con la finalidad de la 
propuesta de ley. Lo contrario, dejaría planteada una autorización legislativa 
abierta (delegación mencionada en el Ejecutivo) para que el reglamento 
pueda realizar las modificaciones, incluso, contra el sentido mismo del 
objetivo expuesto en la exposición de motivos a este proyecto de ley. 
 

 
2. En cuanto a la norma transitoria: en apego a una adecuada técnica 

legislativa, y en resguardo del citado principio de seguridad jurídica, así como 
de legalidad, en los términos ya descritos, se recomienda que sea mejorada 
la redacción a efecto de que sea conteste con lo pretendido por la propia 

                                                             
6 Fernando Sáinz M. y Juan Carlos da Silva. Propuesta de Directrices para Mejorar la Calidad de las Leyes.  
Parlamento Vasco, 1989. 
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iniciativa de ley en los términos antes expuestos, en el sentido de establecer 
los parámetros en que se pretende sea definido las características de la tasa 
porcentual que se cobra a los intereses por mora. 

 
 
IV.- ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 
 
Con el fin de darle una mejor Técnica Legislativa al proyecto de ley se hacen las 
siguientes recomendaciones: 
 
 
Título:  
 
De modo general, se indica que el título de un proyecto de ley tiene como 
característica el identificar la ley, por lo que es necesario que sea exacto, completo, 
preciso, breve y conciso7, lo que también contribuye a lograr una clara identificación 
del objeto de la ley8 
 
Se recomienda incluir en el título del proyecto de ley, incluir en forma expresa la 
fecha de la ley que se pretende reformar.  
 
Se tienen como parte de este acápite los aspectos de técnica legislativa ya 
señalados, en el análisis del articulado, respecto a las normas propuestas. Se omite 
por ello su reiteración en este punto. 
 
 
 
 
 
V.- ASPECTO DE PROCEDIMIENTO 
 

Votación 

 

                                                             
7 Ver en este sentido HERNANDEZ MATAMOROS (Estrella) y TAYLOR HERNANDEZ (Mónica). 

“El Poder Legislativo Costarricense y las Comisiones Legislativas con énfasis en las Comisiones 
Especiales de Investigación”, Tesis de Grado para optar por el grado de Licenciadas en Derecho, 
Universidad de San José, 2000, pp. 115 y 116. 
 
8 En ese sentido MUÑOZ, (Hugo Alfonso). Elementos de Técnica Legislativa,  1 Edición. San José: 

Asamblea Legislativa: Centro para la Democracia, 1996.  
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Este proyecto puede ser aprobado con la mayoría absoluta de los presentes que 
dispone el artículo 119 de la Constitución Política. 
 

Delegación 

 
La iniciativa puede ser delegada en una Comisión con Potestad Legislativa Plena. 
 

Consultas 

 
Obligatorias 

 

 No posee 
 
 
Facultativas 

 

 Dirección de Desarrollo Social y de Asignaciones Familiares 

 Ministerio de Hacienda 

 Procuraduría General de la República. 
 
VI.- ANTECEDENTES 

 
 

Poder Legislativo 
 

 Constitución Política de la República de Costa Rica. 
 

 Reglamento de la Asamblea Legislativa, Editorial Investigaciones Jurídicas 
S.A. 1ª Edición, Junio de 2001, San José, Costa Rica. 

 

 Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares y sus reformas, Ley Nº 
5662, de 23 de diciembre de 1974.  

 

 Reforma del artículo 15 de la Ley N° 5662, y sus reformas, Ley Nº 8222 de 
8 de agosto de 2002. 

 

 Reformas a la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, Ley Nº 
8783 del 13 de agosto de 2009. 

 

 Modificación del artículo 3 de la Ley N° 5662, Ley de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares, de 23 de diciembre de 1974, y sus reformas, y 
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reforma del artículo 49 de la Ley N° 7052, Ley del Sistema Financiero 
Nacional para la Vivienda, Ley Nº 9002, 31 de octubre del 2011. 
 

 Ley General de la Administración Pública, Nº 6227 del 2 de mayo de 1978. 
 

 Informe Jurídico, Departamento de Servicios Técnicos, Asamblea 
Legislativa, Expediente 19211. 

 
 
Poder Judicial  
 

 Sala Constitucional en su Sentencia Nº 267-2012, del 11 de enero de 2012 
 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 4679-09, 
6335-11. 

 
 
Poder Ejecutivo 
 

 Decreto Ejecutivo DE-Nº 10119 MTSS del 4 de junio de 1979. 
 

 Decreto Ejecutivo DE-Nº 35873 MTSS del 8 de febrero de 2010. 
 

 Decreto Nº 35910, Reglamento de Cobro a Patronos Morosos, MTSS del 8 
de febrero de 2010. 
 

 Decreto Ejecutivo Nº 40709 MTSS, Reglamento para el cobro de patronos 
morosos del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares del 19 de 
junio de 2010. 
 

 Decrete Ejecutivo, DE Nº 42478, “Flexibilización reglamentaria para ayudar 
a patronos con deuda ante la DESAF como medida provisional para enfrentar 
la situación de emergencia ante el COVID-19”, del 26 de mayo de 2020. 
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